
 
Ayuntamiento de Arrecife

Exp. Gestiona 34967/2024

INFORME DE NECESIDAD

I. Introducción

La regulación local,  más que por  tradición,  deseo,  anhelo  o  cualquier  otra  circunstancia  a 
invocar, se caracteriza por un mayor grado de aproximación al ciudadano, así como por la 
innovación jurídica en la  búsqueda de soluciones a la  dispar  prestación de servicios en el 
atomizado mundo local. Es la cercanía al ciudadano la que, con un alto grado de transparencia,  
obligaba a someter a trámite de información pública los pliegos de cláusulas administrativas; o 
fueron  las  necesidades propias  de un  atrasado mundo rural  las  que hicieron  dar  a  luz  el 
consorcio, instituto jurídico que posibilitaba la colaboración entre las distintas Administraciones 
o, incluso, el establecimiento, para determinados ámbitos, de líneas de colaboración con los 
particulares.

Éste es el caso de la regulación de la elaboración de disposiciones generales, entre las que se 
incluyen las de carácter reglamentario, establecida por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del  
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

Marco Legal

Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local (RLBRL).

Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales (TRLHL), aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 2/2004.

Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular.

II. La nueva regulación común de la Ley 39/2015

1.  La  Ley  39/2015  (LPACAP),  abogando  por  la  mayor  transparencia  y  la  participación 
ciudadana,  manifiesta  en su Exposición de Motivos que «junto  con algunas mejoras en la 
regulación vigente sobre jerarquía, publicidad de las normas y principios de buena regulación,  
se  incluyen  varias  novedades  para  incrementar  la  participación  de  los  ciudadanos  en  el 
procedimiento de elaboración de normas, entre las que destaca, la necesidad de recabar, con 
carácter previo a la elaboración de la norma, la opinión de ciudadanos y empresas acerca de 
los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa, la necesidad y oportunidad de su 
aprobación, los objetivos de la norma y las posibles soluciones alternativas regulatorias y no 
regulatorias»..

2. Dedica la esta Ley en su Título VI comprensivo de los arts. 127 a 133, a la regulación de la 
iniciativa legislativa y la potestad para dictar reglamentos y otras disposiciones. Su contenido,  
aunque plagado de innecesarias explicaciones y aclaraciones, resulta novedoso, ya que no 
encuentra  precedente  alguno  en  las  anteriores  normas  reguladoras  del  procedimiento 
administrativo.

3. Por su lado, el Art. 128, objeto —al igual que el resto del articulado del Título VI— de varios 
recursos de inconstitucionalidad, regula la potestad reglamentaria, atribuyéndosela al Gobierno 
de la Nación, a los órganos de Gobierno de las Comunidades Autónomas y a los órganos de  
gobierno locales; señalando que ninguna disposición general de carácter administrativo podrá 
vulnerar los preceptos de otra de rango superior y que, sin perjuicio de su función de desarrollo 
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Ayuntamiento de Arrecife

o  colaboración  con  respecto  a  la  ley,  no  podrán  tipificar  delitos,  faltas  o  infracciones 
administrativas,  establecer penas o sanciones,  así como tributos,  exacciones parafiscales u 
otras cargas o prestaciones personales o patrimoniales de carácter público.

4. El Art.129 introduce lo que denomina principios de buena regulación en el ejercicio de la 
iniciativa  legislativa  y  la  potestad  reglamentaria,  estableciendo  que  las  Administraciones 
Públicas actuarán de acuerdo con los siguientes principios:

a)  Necesidad  y  eficacia.  La  iniciativa  debe estar  justificada  por  razón  del  interés  general, 
identificando  los  fines  perseguidos  y  ser  el  instrumento  más adecuado  para  garantizar  su 
consecución.

b) Proporcionalidad. La iniciativa debe contener la regulación imprescindible para atender las 
necesidades  a  cubrir  con  la  norma,  constatando  que  no  existen  otras  medidas  menos 
restrictivas de derechos, o que impongan menos obligaciones a los destinatarios.

c)  Seguridad  jurídica.  La  iniciativa  se  ejercerá  de  manera  coherente  con  el  resto  del 
ordenamiento  jurídico  —incluido  el  Europeo—,  generando  un  marco  normativo  estable, 
predecible, integrado, claro y de certidumbre, que facilite su conocimiento y comprensión.

d)  Transparencia.  Supone,  por  un  lado,  que  todas  las  Administraciones  Públicas  deben 
posibilitar el acceso sencillo, universal y actualizado a la normativa en vigor y a los documentos 
propios de su proceso de elaboración; y, por otro, que han de posibilitar la participación activa 
de los potenciales destinatarios en la elaboración de las normas.

e)  Eficiencia.  Toda  iniciativa  normativa  debe  evitar  cargas  administrativas  innecesarias  o 
accesorias y racionalizar, en su aplicación, la gestión de los recursos públicos.

5.  Cada  uno  de  los  principios  anteriormente  referidos  han  de  quedar  justificados  en  la 
exposición de motivos de los anteproyectos de ley o en el  preámbulo de los proyectos de 
reglamento. Y, además, cuando la iniciativa normativa afecte a los gastos o ingresos públicos 
presentes o futuros, se deberán cuantificar y valorar sus repercusiones y efectos, y supeditarse 
al cumplimiento de los principios de estabilidad presupuestaria y de sostenibilidad financiera.

6. El Art. 130 establece la obligación de realizar una revisión periódica de toda la normativa en 
vigor para, por un lado, adaptarla, paulatinamente, a los principios de buena regulación y, por 
otro,  comprobar  el  grado  de cumplimiento  de  los  objetivos  que  se  han previsto;  debiendo 
quedar plasmada esa evaluación en un informe que tendrá carácter público. A esta previsión se 
refiere la Exposición de Motivos señalando que «se fortalece la evaluación ex post, puesto que 
junto con el deber de revisar de forma continua la adaptación de la normativa a los principios de 
buena regulación,  se  impone  la  obligación  de  evaluar  periódicamente  la  aplicación  de  las 
normas en vigor, con el objeto de comprobar si han cumplido los objetivos perseguidos y si el  
coste y cargas derivados de ellas estaba justificado y adecuadamente valorado».

7.  En  el  Art.  131 se  regula  la  publicidad  de  las  normas,  estableciendo  que  todas  las 
disposiciones de carácter  general,  para que entren en vigor  y  produzcan efectos jurídicos, 
habrán de publicarse en el diario oficial correspondiente, sin perjuicio de que adicionalmente, y 
de  manera  facultativa,  las  Administraciones  Públicas  puedan  establecer  otros  medios  de 
publicidad complementarios.

8.  Bajo  el  título  de  planificación  normativa,  el     Art.  132     establece  que  las  diferentes   
Administraciones  Públicas,  con  carácter  anual,  elaborarán  un  Plan  Normativo, 
comprensivo de las iniciativas legales o reglamentarias que se pretendan aprobar en el 
año siguiente.  La Exposición de Motivos justifica la medida señalando que «en aras de una 
mayor  seguridad  jurídica,  y  la  predictibilidad  del  ordenamiento,  se  apuesta  por  mejorar  la  
planificación normativa ex ante». El Plan Normativo habrá de ser aprobado por el órgano que 
corresponda  y  será  objeto  de  publicación  en  el  Portal  de  Transparencia  de  la  respectiva 
Administración  Pública.  Esta  nueva  previsión,  de  difícil  cumplimiento,  genera  una  carga 
administrativa  innecesaria,  que  no  aporta  nada  nuevo  en  materia  de  seguridad  jurídica  o 
transparencia.
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Ayuntamiento de Arrecife

9.  El Art.  133,  séptimo y  último del  Título  VI  de  la  LPACAP,  titulado  «Participación  de  los 
ciudadanos en el procedimiento de elaboración de normas con rango de Ley y reglamentos», 
se compone de cuatro apartados que establecen lo siguiente:

«1. Con carácter previo a la elaboración del proyecto o anteproyecto de ley o de reglamento, se 
sustanciará una consulta pública, a través del portal web de la Administración competente en la 
que  se  recabará  la  opinión  de  los  sujetos  y  de  las  organizaciones  más  representativas 
potencialmente afectados por la futura norma acerca de:

a) Los problemas que se pretenden solucionar con la iniciativa.

b) La necesidad y oportunidad de su aprobación.

c) Los objetivos de la norma.

d) Las posibles soluciones alternativas regulatorias y no regulatorias.

2. Sin perjuicio de la  consulta  previa a  la  redacción del  texto  de la  iniciativa, cuando la 
norma afecte a los derechos e intereses legítimos de las personas, el centro directivo 
competente publicará el  texto en el portal web correspondiente, con el objeto de dar 
audiencia a  los  ciudadanos  afectados  y  recabar  cuantas  aportaciones  adicionales  puedan 
hacerse por otras personas o entidades. Asimismo, podrá también recabarse directamente la 
opinión  de  las  organizaciones  o  asociaciones  reconocidas  por  ley  que  agrupen  o 
representen a las personas cuyos derechos o intereses legítimos se vieren afectados por 
la norma y cuyos fines guarden relación directa con su objeto.

3. La  consulta,  audiencia  e  información  públicas reguladas  en  este  artículo  deberán 
realizarse  de  forma  tal  que  los  potenciales  destinatarios  de  la  norma  y  quienes  realicen 
aportaciones sobre ella tengan la posibilidad de emitir su opinión, para lo cual deberán ponerse 
a  su  disposición  los  documentos  necesarios,  que  serán  claros,  concisos  y  reunir  toda  la 
información precisa para poder pronunciarse sobre la materia.

4. Podrá  prescindirse  de  los  trámites  de  consulta,  audiencia  e  información 
públicas previstos  en  este  artículo en  el  caso  de  normas  presupuestarias  u 
organizativas de  la  Administración  General  del  Estado,  la  Administración  autonómica,  la 
Administración local  o de las organizaciones dependientes o vinculadas a éstas, o cuando 
concurran razones graves de interés público que lo justifiquen.

Cuando  la  propuesta  normativa  no  tenga  un  impacto  significativo  en  la  actividad 
económica, no imponga obligaciones relevantes a los destinatarios o regule aspectos 
parciales de una materia,  podrá omitirse la consulta pública regulada en el  apartado 
primero.  Si la normativa reguladora del ejercicio de la iniciativa legislativa o de la potestad 
reglamentaria por una Administración prevé la tramitación urgente de estos procedimientos, la 
eventual excepción del trámite por esta circunstancia se ajustará a lo previsto en aquella.»

III. Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una 
economía circular

Esta Ley incorpora a nuestro ordenamiento jurídico la directiva aprobada en 2018, con las 
modificaciones  que esta  introduce  en la  Directiva Marco  de  residuos.  De  esta  manera,  se 
refuerza aún más la aplicación del principio de jerarquía mediante la obligatoriedad del uso de 
instrumentos  económicos,  se  fortalece  la  prevención  de  residuos  incluyendo medidas  para 
contribuir a los Objetivos de Desarrollo Sostenible relativos al desperdicio alimentario y a las 
basuras marinas, se incrementan a medio y largo plazo los objetivos de preparación para la 
reutilización y reciclado de los residuos municipales y se establece la obligatoriedad de nuevas 
recogidas separadas,  entre otros,  para los biorresiduos,  los residuos textiles y los residuos 
domésticos peligrosos. También se establecen los requisitos mínimos obligatorios que deben 
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Ayuntamiento de Arrecife

aplicarse en el ámbito de la responsabilidad ampliada del productor y se amplían los registros 
electrónicos para, entre otras, las actividades relacionadas con los residuos peligrosos, tanto 
sobre su producción como sobre su gestión.

Asimismo, se establecen objetivos específicos de preparación para la reutilización y reciclado 
de residuos domésticos y comerciales, y para residuos municipales para el medio y largo plazo, 
y de preparación para la reutilización, reciclado y valorización material para los residuos de 
construcción y demolición. Esta sección se cierra con una disposición relativa a la eliminación 
de los residuos, que deberá llevarse a cabo de manera segura, y en el caso del depósito en 
vertedero, tras haber sido sometidos los residuos a un tratamiento previo.

Por último decir que Objeto y finalidad de esta Ley son:
1. Tiene por objeto regular el régimen jurídico aplicable a la puesta en el mercado de productos 
en relación con el impacto en la gestión de sus residuos, así como el régimen jurídico de la  
prevención, producción y gestión de residuos, incluyendo el establecimiento de instrumentos 
económicos  aplicables  en  este  ámbito,  y  el  régimen  jurídico  aplicable  a  los  suelos 
contaminados.
2.  Tiene  por  finalidad la  prevención  y  la  reducción de la  generación de residuos  y  de  los 
impactos adversos de su generación y gestión, la reducción del impacto global del uso de los 
recursos y la mejora de la eficiencia de dicho uso con el objeto de, en última instancia, proteger  
el medio ambiente y la salud humana y efectuar la transición a una economía circular y baja en 
carbono con modelos empresariales, productos y materiales innovadores y sostenibles para 
garantizar el  funcionamiento eficiente del  mercado interior y la competitividad de España a 
largo plazo.

Asimismo, esta ley tiene por finalidad prevenir y reducir el impacto de determinados productos 
de  plástico  en  la  salud  humana  y  en  el  medio  ambiente,  con  especial  atención  al  medio 
acuático.

Dicho todo esto, es necesaria establecer el objeto y finalidad de la Ley en la nueva redacción 
de la Ordenanza Fiscal Municipal para este Municipio, pues entre otros, se hace necesario 
realizar la propuesta de Ordenanza Reguladora de Residuos Urbanos y Economía Circular, así 
como la propuesta de Ordenanza Fiscal de la Tasa por Servicio de Recogida, Transporte, y 
Tratamiento de Residuos Sólidos Urbanos, al amparo de lo previsto en el artículo 24.1 del Texto 
Refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas  Locales,  aprobado  por  Real  Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en correlación con el art. 11.3 de la Ley 7/2022, de 8 de 
abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, al establecer que  “las 
entidades locales establecerán, en el plazo de tres años a contar desde la entrada en vigor de  
esta ley, una tasa o, en su caso, una prestación patrimonial de carácter público no tributaria,  
específica, diferenciada y no deficitaria, que permita implantar sistemas de pago por generación 
y que refleje el coste real,  directo o indirecto, de las operaciones de recogida, transporte y  
tratamiento de los residuos” (principio de equivalencia).

IV. Necesidad de Realización de la Nueva Ordenanza.

La Ordenanza Municipal que está vigente a día de hoy, no se ajusta a la nueva normativa, por 
lo que se hace necesaria una nueva Ordenanza Fiscal.

El citado proceso de elaboración y negociación de la nueva Ordenanza permitirá su aprobación 
(si se estima) en el Pleno del Ayuntamiento, y se pretende su aprobación inicial en el Pleno.

Hay que tener en cuenta el Art. 132 de la LPACAP, que bajo el título de planificación normativa,  
establece que las diferentes Administraciones Públicas, con carácter anual, elaborarán 
un  Plan  Normativo,  comprensivo  de  las  iniciativas  legales  o  reglamentarias  que  se 
pretendan  aprobar  en  el  año  siguiente.  La  Exposición  de  Motivos  justifica  la  medida 
señalando que «en aras de una mayor seguridad jurídica, y la predictibilidad del ordenamiento,  
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Ayuntamiento de Arrecife

se apuesta por mejorar la planificación normativa ex ante». El Plan Normativo habrá de ser 
aprobado  por  el  órgano  que  corresponda  y  será  objeto  de  publicación  en  el  Portal  de 
Transparencia de la respectiva Administración Pública.

De modo que también mediante este informe de necesidad, se propone el que se comunique a 
todos los departamentos de este Ayuntamiento que en cumplimiento de este artículo citado 
anteriormente, se proceda a establecer las necesidades de los mismos para la elaboración del 
Plan Normativo.

El Objeto de este informe tiene por objeto justificar la necesidad de redactar y aprobar una 
ordenanza  fiscal  que  regule  y  modifique  la  tasa  del  servicio  de  recogida,  transporte  y 
tratamiento de los residuos sólidos urbanos en el municipio de Arrecife, incluyendo residuos 
domésticos y asimilables a los domiciliarios generados por actividades económicas. 

Esta justificación de la necesidad, tiene como base legal conforme a lo establecido en los 
artículos  15  al  19  del  Texto  refundido  de  la  Ley  Reguladora  de  las  Haciendas  Locales 
(TRLRHL),  aprobado  por  el  Real  Decreto  Legislativo  2/2004,  de  5  de  marzo,  por  el  que 
corresponde a los Ayuntamientos establecer y regular mediante ordenanza fiscal sus tributos 
propios.

La configuración de la tasa tiene una doble finalidad, la de financiar el coste total del servicio de 
recogida, y fomentar la corresponsabilidad ciudadana en la gestión de residuos.

Las razones Técnicas y  Económicas,  establecen la  necesidad de regular  esta  figura fiscal 
basándose en que la implantación de este servicio municipal, debe adecuar las tarifas y costes 
reales  del servicio, cumpliendo el principio de equidad tributaria. Actualmente con la entrada en 
vigor de la Ley 7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía 
circular, es necesario adaptarla al contenido de la norma.

Por esto, se ha contratado la realización de un informe técnico económico donde se establece 
la situación actual de la ordenanza fiscal reguladora de la tasa por el servicio de recogida y 
deposito de los residuos.

Existe una diferencia entre los ingresos y los costes del servicio, que esto trae consigo que se 
haya experimentando un incremento superior al 29% del coste del servicio, por lo que hace 
imprescindible una actualización de las tarifas vigentes, y por tanto, se busca garantizar la 
suficiencia financiera del Ayuntamiento y una distribución justa de la caga tributaria entre los 
usuarios del servicio.

Por otro lado, y en base a las razones Jurídicas y Administrativas, es imprescindible disponer 
de una ordenanza fiscal como instrumento jurídico que respalde la exigencia del tributo, de 
modo  que  la  redacción  de  esta  ordenanza  permitirá  una  mayor  seguridad  jurídica, 
transparencia y control sobre la gestión de los ingresos públicos.

Alternativas Consideradas:

- Se han valorado otras opciones como: 

No regular dicho tributo, y esto se ha desestimado no solo por la entrada de la nueva Ley  
7/2022, de 8 de abril, de residuos y suelos contaminados para una economía circular, sino que 
esto implicaría una pérdida de ingresos y una falta de cobertura legal.

Regular mediante una modificación de la ordenanza existente, esto se haría inviable por la 
magnitud de los cambios requeridos para adecuarse a la nueva legislación.

En base a lo expuesto, se considera necesaria la elaboración de una nueva ordenanza fiscal. 

Documento firmado digitalmente
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